El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Auto  - Apelación -25 de enero de 2018 – Rechazo de la demanda - Confirma
Radicación Nro. :
  
66001-31-03-002-2017-00068-01
Demandante:

Carlos Enrique Londoño Botero.

Demandado: 

Alba Juliana Botero Correa y otros
Proceso:


Verbal 
Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


INADMISIÓN / RECHAZO DE LA DEMANDA / INDIGNIDAD SUCESORAL / NULIDAD DE ESCRITURA PÚBLICA / INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES / CONFIRMA - … Y en el presente asunto, el juez encontró varias falencias y por eso procedió a inadmitir la demanda, entre ellas, la falta de claridad y precisión en las pretensiones y recomendó dividirlas en principales y subsidiarias, con una específica condición: “…siempre y cuando cumpla con lo preceptuado en el artículo 88 del CGP”, indicaciones que, contrario a lo que alega el recurrente, fueron suficientes para que el litigante tomara en cuenta y encausara el libelo en debida forma, pues en realidad de verdad, existen varias reclamaciones que no pueden ser acumuladas, debido precisamente a que se trata de asuntos diferentes, cuya competencia radica en jueces de distintas áreas, en este caso civil y de familia. 

Por supuesto que cuando el funcionario le advierte al abogado que la acumulación de pretensiones se debe ajustar a los términos del artículo 88 del CGP, es claro que por su condición de tal, conoce, debe conocer, los términos de esa norma que, en su primera exigencia, señala que para la procedencia de la acumulación objetiva, el juez debe ser competente para conocer de todas, con independencia, eso sí, de la cuantía. 

Así, tenemos que en relación con las nulidades deprecadas y sus efectos económicos, corresponde su conocimiento al juez civil, según su cuantía; pero lo atinente a la indignidad sucesoral y las consecuencias que de allí surgen para la masa herencial de la señora Oliva Londoño de Botero, la competencia es propia del Juez de Familia (artículo 22-11 del CGP), por lo que no queda duda alguna de que el funcionario, en este caso civil, no es el llamado a conocer de todas las pretensiones. 

No dice más, quien más escribe. El juzgado quería que los hechos se compendiaran y antes se extendieron; que las pretensiones se precisaran y aclararan y ese propósito no se logró, no solo porque también pudieron haberse comprimido, sin tanta repetición, para no hacer tan difusa y compleja la intelección del libelo introductorio, aunque, valga decirlo, esa no fue causa del rechazo, sino porque se entremezclaron unas de competencia de jueces civiles, con otras de los jueces de familia, lo que resulta inaceptable, a la luz de la citada norma, cuando la demanda se halla en el escrutinio para su admisión. 

El recurrente aduce que el juzgado no le advirtió que tenía que excluir unas pretensiones y que ya el Juzgado Cuarto de familia le había rechazado la demanda por falta de competencia, con lo cual, lo propio era haber generado un conflicto. En ninguno de los dos aspectos tiene razón. En el primero no, por cuanto, como se dijo, el despacho judicial fue explícito en cuanto a que la acumulación pretendida tenía que ajustarse, como debe ser, a los términos del artículo 88 del CGP, lo que omitió la parte. Y en el segundo tampoco, porque el Juez Segundo Civil del Circuito tiene claridad en que sí es competente para conocer de varias de las pretensiones, pero no lo es en relación con otras, que eran las que, en acatamiento del auto inadmisorio, se esperaba que se excluyeran, para que la demanda pudiera haber tenido buen suceso, sobre todo, porque fueron incluidas entre las principales. 

La razón, entonces, para el rechazo, no es la falta de competencia estrictamente hablando, sino la indebida acumulación de pretensiones, de allí que ningún conflicto se podía generar. Es más, el Juez de Familia ha debido proceder de la misma manera que lo hizo el civil, esto es, a inadmitir el libelo por la inadecuada formulación de las peticiones, para que se excluyeran las que no eran de su resorte; sin embargo optó por el rechazo directo. 

De manera que la providencia que se ataca, devenía como consecuencia de que el asesor de los demandantes, en la corrección de la demanda, incurrió en la misma indebida acumulación que le fue señalada por el juzgado al inadmitirla. Por tanto, los autos de inadmisión y rechazo serán confirmados. Se alude a las dos providencias, en acatamiento de lo reglado por el inciso quinto del artículo 90 del CGP.  


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL


           SALA  UNITARIA CIVIL FAMILIA




Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, enero veinticinco de dos mil dieciocho
  



Expediente 66001-31-03-002-2017-00068-01


Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que la parte demandante interpuso contra el auto del 20 de abril del año 2017, proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en el trámite verbal iniciado por Carlos Enrique Londoño Botero y otro frente a Alba Juliana Botero Correa y otros. 

ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado rechazó la demanda impetrada, por cuanto el apoderado de los demandantes no corrigió las observaciones señaladas en el auto inadmisorio de fecha 8 de marzo (f. 430), especialmente, respecto del poder y la indebida acumulación de pretensiones, decisión que, objeto de reposición, fue revocada parcialmente, pues la segunda de ellas no se subsanó en debida forma, ya que “…en una misma demanda no pueden conjugarse pretensiones cuyo conocimiento esté atribuido a distintas autoridades judiciales y es eso exactamente lo que acontece en este caso, pues el actor pretende: i) que se declare la nulidad de los actos cuestionados y ii) que se condene a los demandados a no tener, en la sucesión de Olivia Londoño de Botero, adjudicación alguna por derecho de representación de José Fernando Botero Londoño.” (f. 630).           
El apelante, sobre este aspecto, recalca que en la inadmisión se le exigió adecuar las pretensiones y agruparlas en un solo acápite, pero nunca se le advirtió que debía excluir las atinentes a la declaración de indignidad pues eso no fue materia de inadmisión, por lo que pide revocar dicha decisión y proceder a darle trámite a su demanda.
   



CONSIDERACIONES

  



El recurso es procedente, de conformidad con lo señalado en el numeral 1º del artículo 321 del Código General del Proceso, pues se trata del rechazo de una demanda. 




Con el fin de poner en contexto el problema jurídico que aquí se plantea, se recuerda que la parte demandante, invocando el fuero de atracción, dirigió inicialmente la demanda al Juzgado Cuarto de Familia, donde, mediante auto del 6 de febrero de 2017, se rechazó de plano y fue remitida a los Juzgados Civiles del Circuito (reparto) de la ciudad, debido a que la deprecada nulidad de escrituras públicas de compraventa de bienes, de derechos herenciales y un fideicomiso, están por fuera de los enlistados en el artículo 23 del CGP. 




Resuelta una reposición en la que se mantuvo tal decisión (f. 426 y 427), correspondió por reparto al Juzgado Segundo Civil del Circuito local; este despacho procedió a inadmitir el libelo, entre otras razones, porque se debían “PRECISAR y ACLARAR las pretensiones, indicando en un solo acápite las pretensiones, si desea las divide como principales y subsidiarias, siempre y cuando cumpla con lo preceptuado en el artículo 88 del CGP”, pues contenía cerca de 45 pretensiones principales.




Con el fin de corregir dicha falencia, el actor presentó un nuevo escrito de demanda (f. 431 a 574) esta vez, con más pretensiones, las cuales cataloga todas como “principales” y otras como subsidiarias. Sin embargo, dicha corrección no fue aceptada por el juzgado, en atención a que en las principales “…pretende a través de un proceso verbal, no solo la declaratoria de nulidad de varias escrituras públicas y su correspondiente indemnización, sino que también, se dé la declaratoria de indignidad para suceder de varios de los demandados y el reintegro a la masa herencial de la señora OLIVA LONDOÑO DE BOTERO los bienes que fueron sustraídos de la misma, estas dos últimas pretensiones propias de un proceso verbal cuya competencia recae única y exclusivamente en el Juez de Familia (art. 22 No. 11 CGP), contraviniendo de esta manera lo preceptuado en el artículo 88 No. 1 ibídem, esto es, que el juez sea competente de conocer de todas las pretensiones”.




Mediante auto del 8 de junio de 2017, el juez no repuso su decisión respecto a esta causal y mantuvo el rechazo de la demanda, aclarando que en el auto de inadmisión se le advirtió al recurrente sobre la irregularidad, sin que la corrigiera en debida forma (f. 628 a 630). 





De todo lo cual se extracta que el problema que aquí se debe dirimir, es si el rechazo de la demanda debido a una indebida acumulación de pretensiones se encuentra conforme a derecho, o si por el contrario debe no lo está, como lo alega el recurrente.





Bien claro se tiene que cuando procesalmente se habla  de pretensiones, estas deben exponerse de manera precisa y sin ambigüedad alguna, con el fin de que el juez tenga claridad sobre lo que va a ser objeto de decisión, pues de lo contrario debe el funcionario utilizar las herramientas que trae el estatuto procesal civil con el fin de que se adecuen, en este caso, como bien lo hizo el juez de instancia, con base en el numeral 1º del artículo 90, con la inadmisión de la demanda. 



Sobre este aspecto, la doctrina ha expuesto que “Si la demanda es el instrumento para el ejercicio del derecho de acción y éste (sic) sólo (sic) puede adelantarse formulando unas pretensiones, es apenas natural que sea su requisito principal el que ellas se expresen “con precisión y claridad”, es decir, en forma tal que no haya lugar a ninguna duda acerca de lo que quiere el demandante; por tanto, si el juez encuentra oscuridad o falta de precisión en lo que se pide, puede no admitir la demanda, apoyándose en la causal prevista en el art. 90, num. 1º del CGP que se refiere a la ausencia de requisitos formales de la demanda …”
  





Y en el presente asunto, el juez encontró varias falencias y por eso procedió a inadmitir la demanda, entre ellas, la falta de claridad y precisión en las pretensiones y recomendó dividirlas en principales y subsidiarias, con una específica condición: “…siempre y cuando cumpla con lo preceptuado en el artículo 88 del CGP”, indicaciones que, contrario a lo que alega el recurrente, fueron suficientes para que el litigante tomara en cuenta y encausara el libelo en debida forma, pues en realidad de verdad, existen varias reclamaciones que no pueden ser acumuladas, debido precisamente a que se trata de asuntos diferentes, cuya competencia radica en jueces de distintas áreas, en este caso civil y de familia. 

  



Por supuesto que cuando el funcionario le advierte al abogado que la acumulación de pretensiones se debe ajustar a los términos del artículo 88 del CGP, es claro que por su condición de tal, conoce, debe conocer, los términos de esa norma que, en su primera exigencia, señala que para la procedencia de la acumulación objetiva, el juez debe ser competente para conocer de todas, con independencia, eso sí, de la cuantía. 

   



Así, tenemos que en relación con las nulidades deprecadas y sus efectos económicos, corresponde su conocimiento al juez civil, según su cuantía; pero lo atinente a la indignidad sucesoral y las consecuencias que de allí surgen para la masa herencial de la señora Oliva Londoño de Botero, la competencia es propia del Juez de Familia (artículo 22-11 del CGP), por lo que no queda duda alguna de que el funcionario, en este caso civil, no es el llamado a conocer de todas las pretensiones. 

  



No dice más, quien más escribe. El juzgado quería que los hechos se compendiaran y antes se extendieron; que las pretensiones se precisaran y aclararan y ese propósito no se logró, no solo porque también pudieron haberse comprimido, sin tanta repetición, para no hacer tan difusa y compleja la intelección del libelo introductorio, aunque, valga decirlo, esa no fue causa del rechazo, sino porque se entremezclaron unas de competencia de jueces civiles, con otras de los jueces de familia, lo que resulta inaceptable, a la luz de la citada norma, cuando la demanda se halla en el escrutinio para su admisión. 
   



El recurrente aduce que el juzgado no le advirtió que tenía que excluir unas pretensiones y que ya el Juzgado Cuarto de familia le había rechazado la demanda por falta de competencia, con lo cual, lo propio era haber generado un conflicto. En ninguno de los dos aspectos tiene razón. En el primero no, por cuanto, como se dijo, el despacho judicial fue explícito en cuanto a que la acumulación pretendida tenía que ajustarse, como debe ser, a los términos del artículo 88 del CGP, lo que omitió la parte. Y en el segundo tampoco, porque el Juez Segundo Civil del Circuito tiene claridad en que sí es competente para conocer de varias de las pretensiones, pero no lo es en relación con otras, que eran las que, en acatamiento del auto inadmisorio, se esperaba que se excluyeran, para que la demanda pudiera haber tenido buen suceso, sobre todo, porque fueron incluidas entre las principales. 
  



La razón, entonces, para el rechazo, no es la falta de competencia estrictamente hablando, sino la indebida acumulación de pretensiones, de allí que ningún conflicto se podía generar. Es más, el Juez de Familia ha debido proceder de la misma manera que lo hizo el civil, esto es, a inadmitir el libelo por la inadecuada formulación de las peticiones, para que se excluyeran las que no eran de su resorte; sin embargo optó por el rechazo directo. 
   



De manera que la providencia que se ataca, devenía como consecuencia de que el asesor de los demandantes, en la corrección de la demanda, incurrió en la misma indebida acumulación que le fue señalada por el juzgado al inadmitirla. Por tanto, los autos de inadmisión y rechazo serán confirmados. Se alude a las dos providencias, en acatamiento de lo reglado por el inciso quinto del artículo 90 del CGP.  
   



No habrá lugar a condena en costas, porque no aparecen causadas (art. 365-8 CGP).

  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA los autos de inadmisión y rechazo protestados. 

Sin costas.

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

� LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Parte General. DUPRÉ, Editores. Bogotá, 2016. Pág. 502.





